SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA  N°70                                                     RADICACIÓN:660012204000201700269-00

ACCIONANTE:      JAMIR SALAZAR PÁEZ
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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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JAMIR SALAZAR PÁEZ
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Juzgados Tercero  de Ejecución de Penas y Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante, ambos con sede en esta capital.
Magistrado Sustanciador: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Tema: 


CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / SUSTITUCIÓN PRISIÓN INTRAMURAL POR DOMICILIARIA / PADRE CABEZA DE HOGAR / IMPROCEDENTE - Precisamente, las determinaciones que a la hora de ahora son objeto de cuestionamiento por parte del actor, no solo analizaron la situación en que se hallan sus hijos, frente a lo cual estimaron con fundamento en los elementos arrimados al expediente que los mismos no están abandonados o desprotegidos, sino que además, la conducta delictiva cometida por el señor JAMIR SALAZAR, al ser capturado con una gran cantidad de sustancia estupefaciente, se tornaba en un gran obstáculo para concederle el sustituto que persigue.

Para esta Corporación tampoco existe afectación de las garantías constitucionales de los menores hijos del señor SALAZAR PÁZ, porque en efecto la prisión domiciliaria le fue negada debido a que no acreditó los requisitos para ser considerado como padre cabeza de familia, puesto que para que pueda tenerse como tal se requiere que sus descendientes se encuentren en desprotección absoluta, es decir, no solo en el aspecto económico sino también en el afectivo, y en aras de proteger los derechos que éstos les asisten es que se concede el beneficio, pero en su caso, se itera, se determinó que están bajo el cuidado y protección de los abuelos paternos, lo que de entrada hace inviable la concesión de ese sustituto.

Finalmente, si bien no puede desconocerse el desarraigo que los niños han sufrido a raíz de la privación de la libertad de su señor padre, tal situación es la  consecuencia lógica de la incursión de éste en los linderos del código penal, lo que realizó de manera voluntaria, sin pensar en las consecuencias que un comportamiento de tal magnitud podría conllevar a sus familiares más cercanos, en especial a sus descendientes, como ahora lo pregona, pero tal circunstancia per se, no lo hace acreedor a la condición de padre cabeza de hogar, al apreciarse que pese a las dificultades, a los menores se le brinda los cuidados necesarios por parte de su familia paterna extendida y ello conlleva predicar que a los mismos no se les han quebrantado garantías fundamentales.

Así las cosas, se advierte que lo pretendido en la acción es revivir un debate estudiado dentro de la actuación penal en la que se vigila la pena que le fue impuesta, en el cual tuvo la oportunidad de presentar los recursos de ley, y en efecto acudió al de apelación, por lo que el asunto ya fue resuelto por los jueces competentes sin que sea viable concurrir a la acción constitucional como una tercera instancia para revisar un tema que ya fue definido por los funcionarios judiciales competentes.  
(…)
Lo anterior traduce que es en el interior del proceso donde actualmente se vigila la pena impuesta al señor JAMIR SALAZAR PAÉZ, donde podrá elevar las peticiones que estime oportunas, en procura de obtener los beneficios a los que juzgue tener derecho, como así lo ha hecho, e interponer los recursos de ley en caso de que lo resuelto no sea favorable a sus intereses.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (1) de diciembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                   Acta de Aprobación N° 1327
                                                    Hora: 10:10 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderado judicial por el señor JAMIR SALAZAR PÁEZ contra los Juzgados Tercero  de Ejecución de Penas y Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante, ambos con sede en esta capital, por considerar vulnerados los derechos fundamentales de sus hijos MELANI y ENMANUEL SALAZAR PORTOCARRERO, a la salud, vida digna, a tener una familia, y a ser protegidos contra toda forma de abandono. 
2.- SOLICITUD 

El extenso escrito de tutela se puede sintetizar así: (i) el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas por auto de mayo 10 de 2017 negó la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria como padre cabeza de hogar, decisión confirmada por el Juzgado Segundo Especializado en agosto 15 de 2017; (ii) a dicha petición se anexaron los informes socio-familiares realizados en agosto 26 de 2016 y abril 21 de 2017 donde se aprecia que el abuelo de los niños, quien tiene un empleo temporal como chofer, no cuenta con recursos para satisfacer os requerimientos médicos de su cónyuge quien se halla en discapacidad, ni de los niños, máxime que la menor MELANI está enferma; (iii) los pequeños requieren del acompañamiento y cuidados de su padre y por ende de manera excepcional procede la tutela; (iv) la norma y la jurisprudencia sobre la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia contiene unas condiciones específicas para que se le conceda a su prohijado con el derecho a trabajar para atender las necesidades básicas de sus hijos, pero los jueces se han empeñado en enrostrarle su calidad de condenado y que por la gravedad de la conducta no tiene acceso a tal subrogado, sin tener en consideración la prevalencia de los derechos de los niños; (v) los juzgados negaron lo pedido al indicar que los pequeños no se encuentran en circunstancia de abandono o desprotección, ya que los abuelos suplen sus falencias, pero no profundizaron en tal visita, limitándose a condenarlo nuevamente y esgrimir que pertenecía a una organización criminal para negarle lo pedido; (vi) los niños no cuentan con el amparo de su padre y pese a estar bajo la protección de sus abuelos, sus condiciones de vida les dificulta un adecuado desarrollo físico, mental y emocional; (vii) de esas visitas se aprecia que la situación de los padres del actor como de sus hijos ha empeorado, ya que los adultos sufren de azúcar y presión arterial y para cuidar los niños hacen un gran esfuerzo, e igualmente la vivienda ha tenido un deterioro progresivo, lo que hace urgente la presencia de JAMIR SALAZAR en dicho hogar; (viii)  de dichas visitas se observa que señor JOSÉ PABLO SALAZAR –padre del sentenciado- en el 2016 devengaba $90.000 semanales y en el 2017 solo $70.000 semanales,  ya que por su salud solo puede trabajar 3 días a la semana, lo que implica que su condición económica es pésima; (ix) de acuerdo al concepto de los trabajadores sociales la ausencia de la figura paterna ha generado un impacto negativo en el entorno familiar; (x) ataca la afirmación de los juzgados accionados al decir que no reúne la calidad de padre cabeza de hogar por cuanto los niños no están abandonados, olvidándose que prima el interés superior de los éstos y las autoridades deben abstenerse de adoptar decisiones que pongan en riesgo sus derechos; (xi) al ingresar los funcionarios en el campo subjetivo de los hechos que tienen a su cliente privado de su libertad para negar lo reclamado, conlleva que el juez vuelve a juzgarlo y agrava su situación al decir que por la cantidad de sustancia incautada forma parte de una organización criminal, lo cual no está probado, ya que con antelación laboraba en una empresa de pollos por 4 años, siendo una persona honesta y trabajadora, y solo es un delincuente primario quien fue contactado para transportar una sustancia hasta Medellín y como contraprestación recibiría tres millones de pesos que utilizaría como cuota inicial para su casa propia; (xii) del estudio socia familiar se concluyen las condiciones para que se le otorgue la calidad de padre cabeza de hogar al acatar las exigencias legales y jurisprudenciales para ello, y (xiii) estima que el presente asunto se cumplen los requisitos de procedencia de la acción de tutela.

Con fundamento en lo anterior, pide que se tutelen los derechos de los niños, en especial a tener una familia y no ser separados de ella, así como ser protegidos contra toda forma de abandono y se tenga en cuenta la prevalencia de sus intereses. Pide por lo tanto que se deje sin efectos el auto de mayo 10 de 2017 proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y se le ordene que profiera nueva decisión, en la que resuelva la solicitud de prisión domiciliara como padre cabeza de familia del señor JAMIR SALAZAR, con fundamento en los postulados trazados por este Tribunal y en especial el interés superior de los niños.

3.- CONTESTACIÓN

- El titular del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad indicó que frente al auto adoptado por ese despacho en mayo 10 de 2017, el apoderado del actor interpuso recurso que fue decidido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante, en agosto 15 de 2017, por medio de la cual se confirmó ese inicial proveído. Considera por lo tanto que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno y pide se declara improcedente la tutela.

- El Juez Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira (Rda.) refiere que ese despacho confirmó en segundo grado la apelación contra la decisión emitida por el Juzgado de Ejecución de Penas, y del fundamento del actor se observa que sus hijos se encuentran bajo el cuidado de sus padres, lo que se tuvo en cuenta al momento de resolver el asunto, lo que le permitió arribar a la conclusión que no ostentaba la condición de padre cabeza de familia.  Expresa que en la actuación surtida por ese despacho no se ha vulnerado derechos fundamentales del actor o sus descendientes, pues la misma estuvo enmarcada dentro de los lineamientos constitucionales. Pide su improcedencia.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde determinar a la Colegiatura si la actuación adelantada por los Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, y Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira (Rda.), dentro del trámite de la solicitud de prisión domiciliaria que como padre cabeza de familia elevó el sentenciado JAMIR SALAZAR PÁEZ, constituye vulneración a las garantías fundamentales que invoca a favor de sus menores hijos.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con las manifestaciones efectuadas por el apoderado del señor SALAZAR PÁEZ, entiende esta Sala que su solicitud está dirigida básicamente a la protección de los derechos que le asisten a sus descendientes MELANY y ENMANUEL SALAZAR PORTOCARRERO, de 9 y 2 años de edad, respectivamente, a tener una familia y no ser separada de ella, la protección contra toda forma de abandono y la prevalencia de sus intereses, los cuales estima transgredidos por los Juzgados Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) y Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira (Rda.), por cuanto le negaron la prisión domiciliaria como padre cabeza de hogar, pese a que sus padres quienes tienen bajo su cuidado a los dos menores, carecen de los recursos suficientes para su subsistencia, además de encontrarse enfermos, como igualmente lo está la pequeña MELANY, por lo cual su presencia en el núcleo del hogar se hace necesaria para procurar satisfacer no solo los requerimientos económicos, sino el acompañamiento, afecto y amor que requieren sus descendientes.

Como quiera que en la presente tutela, entre otros aspectos, se atacan determinaciones adoptadas por autoridades judiciales, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar las citadas decisiones, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional  ha acogido en fallos C-560 de 2005 y T-332 de 2006, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560 de 2005, y pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia; f) error inducido, que se origina cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de un proveído que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus providencias en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y i) violación directa de la Constitución.
Así mismo la Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado 
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en el presente evento, se advierte que la accionante no cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender que se dejen sin efecto decisiones judiciales emitidas por Jueces de la República competentes para ello, amparadas de la doble presunción de acierto y legalidad, ya que sus reparos frente a los autos en los que negaron la concesión de la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia, se contraen a que no se consultó el interés superior de los niños, habida cuenta que sus abuelos paternos, quienes están enfermos, no tienen las condiciones ni la incapacidad económica para hacerse cargo de los menores.

De la actuación llevada a cabo por los juzgados accionados dentro del trámite de la solicitud del mecanismo sustitutivo, observa la Sala que estuvo enmarcada dentro de la normativa procesal penal, puesto que se acató el procedimiento legal al ordenarse la respectiva visita socio familiar, y luego de ello, con fundamento en el resultado de esa diligencia y en los elementos aportados por el apoderado del peticionario, se resolvió lo pertinente.

Obsérvese que en el auto proferido por el Juzgado de Ejecución de Penas se tuvo en cuenta la visita socio-familiar practicada en la vivienda donde permanecen los hijos del señor JAMIR SALAZAR con sus abuelos, quienes los tienen bajo su cuidado, y no obstante los pocos ingresos que perciben amén del trabajo como conductor del padre del señor JAMIR, ello les permite brindar los cuidados que los pequeños necesitan, pese a su situación médica y las limitaciones económicas.
Si bien la providencia que dictó en primera instancia el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no resultó favorable a lo reclamado por el señor JAMIR SALAZAR, en esa determinación no se aprecia la vulneración de derecho fundamental alguno, máxime que el referido funcionario en ejercicio del derecho de la independencia y autonomía judicial analizó las probanzas allí arrimadas para concluir que los descendientes del sentenciado no se hallaban en un escenario de abandono o desprotección, sin dejar de lado las circunstancias por las que atraviesan sus abuelos; pero ello per se no era suficiente para pregonar su condición de padre cabeza de hogar.

Igualmente, el juez de segundo nivel del estudio de la apelación interpuesta, al consultar los intereses de los hijos del señor JAMIR SALAZAR, y en consonancia con lo decidido por el despacho encargado de la vigilancia de la pena, consideró en forma similar que no existe quebrantamiento de derechos de los pequeños, toda vez que éstos se encuentran bajo el cuidado de los abuelos, por lo cual no se hayan en estado de desprotección o abandono, como presupuesto esencial para el reconocimiento como padre cabeza de familia. Sin dejar de lado por supuesto, las condiciones subjetivas que lo conllevaron a pregonar que el acá accionante no se hacía merecedor del sustituto reclamado.
Muy a pesar que el actor estima que los operadores jurídicos no podían ingresar en el estudio de la gravedad de la conducta delictiva que lo tiene privado de su libertad, ya que con esas apreciaciones subjetivas lo que hacen es condenarlo nuevamente, debe recordarse al accionante, como así lo sostuvo la Constitucional que: “[…] la tesis actual de la Sala de Casación Penal es que el otorgamiento de la prisión domiciliaria como pena sustitutiva, fundada en la condición de padre o madre cabeza de familia, exige el análisis conjunto de las normas que rigen el sustituto, la valoración del interés superior de los menores de edad y la consideración de las circunstancias personales del procesado, relacionadas entre otras con los antecedentes y la naturaleza del delito. Esta tesis considera las finalidades de la pena, las cuales atienden a principios y valores constitucionales como la paz, la responsabilidad de los particulares y el acceso a la administración de justicia de todos los asociados” 
.-negrillas de la Sala-.

Precisamente, las determinaciones que a la hora de ahora son objeto de cuestionamiento por parte del actor, no solo analizaron la situación en que se hallan sus hijos, frente a lo cual estimaron con fundamento en los elementos arrimados al expediente que los mismos no están abandonados o desprotegidos, sino que además, la conducta delictiva cometida por el señor JAMIR SALAZAR, al ser capturado con una gran cantidad de sustancia estupefaciente, se tornaba en un gran obstáculo para concederle el sustituto que persigue.
Para esta Corporación tampoco existe afectación de las garantías constitucionales de los menores hijos del señor SALAZAR PÁZ, porque en efecto la prisión domiciliaria le fue negada debido a que no acreditó los requisitos para ser considerado como padre cabeza de familia, puesto que para que pueda tenerse como tal se requiere que sus descendientes se encuentren en desprotección absoluta, es decir, no solo en el aspecto económico sino también en el afectivo, y en aras de proteger los derechos que éstos les asisten es que se concede el beneficio, pero en su caso, se itera, se determinó que están bajo el cuidado y protección de los abuelos paternos, lo que de entrada hace inviable la concesión de ese sustituto.

Finalmente, si bien no puede desconocerse el desarraigo que los niños han sufrido a raíz de la privación de la libertad de su señor padre, tal situación es la  consecuencia lógica de la incursión de éste en los linderos del código penal, lo que realizó de manera voluntaria, sin pensar en las consecuencias que un comportamiento de tal magnitud podría conllevar a sus familiares más cercanos, en especial a sus descendientes, como ahora lo pregona, pero tal circunstancia per se, no lo hace acreedor a la condición de padre cabeza de hogar, al apreciarse que pese a las dificultades, a los menores se le brinda los cuidados necesarios por parte de su familia paterna extendida y ello conlleva predicar que a los mismos no se les han quebrantado garantías fundamentales.
Así las cosas, se advierte que lo pretendido en la acción es revivir un debate estudiado dentro de la actuación penal en la que se vigila la pena que le fue impuesta, en el cual tuvo la oportunidad de presentar los recursos de ley, y en efecto acudió al de apelación, por lo que el asunto ya fue resuelto por los jueces competentes sin que sea viable concurrir a la acción constitucional como una tercera instancia para revisar un tema que ya fue definido por los funcionarios judiciales competentes.  

Aunado a lo anterior, debe indicarse que han sido varias los pronunciamientos en los que la Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión de tutelas
 ha reiterado que al juez constitucional no le está permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

Lo anterior traduce que es en el interior del proceso donde actualmente se vigila la pena impuesta al señor JAMIR SALAZAR PAÉZ, donde podrá elevar las peticiones que estime oportunas, en procura de obtener los beneficios a los que juzgue tener derecho, como así lo ha hecho, e interponer los recursos de ley en caso de que lo resuelto no sea favorable a sus intereses.

Deviene imperativo en consecuencia declarar improcedente la solicitud de amparo por ausencia de los requisitos que hacen viable la tutela contra providencias judiciales; empero, no obstante lo decidido, habida consideración de las circunstancias en las que en sentir del señor JAMIR SALAZAR PÁEZ se hallan sus menores hijos MELANY y ENMANUEL SALAZAR PORTOCARRERO, y las dificultades económicas por las que al parecer atraviesan los padres del actor, señores padres JOSÉ PABLO SALAZAR y OMAIRA PÁEZ RODRÍGUEZ, para el logro de su manutención, se dispone oficiar al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Seccional Valle, para que dentro del marco de su competencia adelante las gestiones pertinentes para verificar si los pequeños se encuentran en situación de riesgo y adopten las medidas necesarias para lograr el restablecimiento de sus derechos.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta mediante apoderado judicial por el ciudadano JAMIR SALAZAR PAÉZ.
SEGUNDO: SE ORDENA oficiar al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Regional Valle, para que dentro del marco de su competencia adelante  las gestiones que se consideren necesarias para verificar si los menores MELANY y ENMANUEL SALAZAR PORTOCARRERO, hijos del señor JAMIR SALAZAR PÁEZ, se encuentran en situación de riesgo y vulnerabilidad, y de ser así se tomen las medidas a que hubiere lugar para el restablecimiento de sus derechos. 

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Sentencia T- T-534 de 2017


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13
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